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INFORME No. 59/11

DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 10.442

VENEZUELA 
23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
José Luis Palomares 
PETICIONARIO:
Red de Apoyo por la Justicia y la Paz de Venezuela y Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
INICIO DE TRÁMITE:


28 de agosto de 1989
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. En abril de 1989 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comision o “CIDH”) recibió una petición en la cual se alegó la responsabilidad de agentes de la República de Venezuela (en adelante “el Estado venezolano” o “Venezuela”) por la muerte de José Luis Palomares ocurrida el 19 de septiembre de 1987 en Bachaquero, estado de Zulia, Caracas, Venezuela.
2. Los peticionarios alegaron que el 28 de agosto de 1987 el adolescente José Luis Palomares, de 16 años de edad, ingresó al Centro de Capacitación Petrolera para el adiestramiento de las Fuerzas Armadas "Contralmirante José Ramón Yépez" (en adelante ”Centro de Capacitación”), en el estado de Zulia.  Asimismo, señalaron que antes de ingresar a dicho centro a José Luis Palomares le fueron practicados exámenes médicos que reportaron que su estado de salud era normal al momento de su ingreso.
3. Alegaron que durante su primera semana de permanencia en el Centro de Capacitación Petrolera, José Luis Palomares fue visitado por sus familiares, quienes lo encontraron en buen estado de salud.  Sostuvieron que una semana después, el 6 de septiembre de 1987, su hermano y su madre lo visitaron y señalaron que estaba irreconocible ya que había perdido 15 kilos, tenía ojeras, ojos irritados y hundidos, la mirada extraviada, presentaba una peladura en el cóccix, la piel de su brazo parecía podrida, estaba tembloroso y era incapaz de sostenerse por si mismo.  Señalaron también que el adolescente presentaba pérdida parcial del conocimiento, fuertes dolores de cabeza, de espalda, labios resecos, lengua llagada y tensión híper nerviosa.  Según los familiares y el personal médico del centro que lo atendió durante esos días, el adolescente se mantuvo varios días sin ingerir alimentos y sin orinar.
4. Señalaron que los familiares de José Luis Palomares al verlo así, solicitaron a las autoridades del centro militar que lo trasladaran a un hospital al considerar que estaba recibiendo atención insuficiente por falta de recursos humanos y materiales.  Alegaron que esta solicitud fue negada por las autoridades del Centro de Capacitación, al considerar que, entre otras cosas, lo que José Luis tenía era “mamitis”. 
5. Indicaron que ante la insistencia de su madre, el 7 de septiembre de 1987 José Luis Palomares fue trasladado al Hospital Universitario de Maracaibo, donde le practicaron cuatro procedimientos de diálisis, sin que respondiera positivamente a ninguno.  Alegaron que doce días después de su ingreso al hospital, el adolescente murió a causa de una insuficiencia renal aguda, deshidratación grave, edema cerebral y paro cardiaco.  Los peticionarios señalaron que, José Luis Palomares presentaba hematomas y lesiones en todo el cuerpo. 
6. Alegaron que denunciaron los hechos ante la Procuraduría Cuarta de Menores, el Inspector General de las Fuerzas Armadas Nacionales, la Dirección de Educación del Ministerio de la Defensa, la Fiscalía Militar de Maracaibo y la Fiscalía General de la República. 
7. Indicaron que se inició una averiguación sumarial por orden del General de División y el Juzgado Militar Segundo Permanente de Maracaibo, se practicaron las diligencias pertinentes y que pocos meses después se dio por terminada la averiguación.  Señalaron que esta decisión fue elevada a consulta y que fue confirmada por el Consejo de Guerra Permanente de Maracaibo.
8. En vista de lo expuesto, los peticionarios alegaron la responsabilidad del Estado por el incumplimiento de su obligación de investigar, juzgar y sancionar adecuadamente a los responsables de los hechos prevista en el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; por lo que la Comisión entiende que los peticionarios alegaron la violación a los derechos consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1(1).

II.
POSICIÓN DEL ESTADO

9. En respuesta al reclamo de los peticionarios, el Estado consideró que éste es inadmisible.  Sostuvo que el alegato sobre la falta de atención médica a José Luis Palomares en el Centro Médico del Centro de Capacitación es falso, ya que el 3 de septiembre de 1987 se le diagnosticó un cuadro de faringoamigdalitis, se le recetó antibióticos y una solución de suero, y se le ordenó que permaneciera en la enfermería por un lapso de 12 horas. 
10.
Asimismo, señaló que el 7 de septiembre de 1987, el adolescente fue atendido nuevamente y se le observó "un estado de deshidratación" y como antecedente durante las 24 horas precedentes presentaba "la total falta de indigesta por voluntad del paciente".  Alegó que a José Luis Palomares se le prescribió suero y a falta de este, se decidió trasladarlo al Hospital de Maracaibo.  Por lo tanto, alegó que no hubo negligencia, imprudencia, impericia o culpa profesional por parte del personal médico que lo atendió y que se le suministraron todos los cuidados que estaban a su alcance, de conformidad con los Reglamentos Internos de Servicio Médico del Centro de Capacitación Petrolera. 
11. El Estado sostuvo que en el presente caso se realizó una investigación exhaustiva, concluyéndose que el deceso de José Luis Palomares se debió a “deshidratación de moderada a grave y no a que el alumno hubiera sido torturado o castigado físicamente”. 
12. El Estado alegó que los hechos materia del reclamo fueron investigados, tramitados, dirimidos y decididos por la jurisdicción militar, de conformidad a lo consagrado por las leyes vigentes.  Alegó que el Consejo de Guerra decidió “terminar la averiguación sumarial, por no haber lugar a proseguirla” y que dicha sentencia se ajusta al ordenamiento jurídico y al artículo 8 de la Convención Americana.
13. En vista de lo expuesto, el Estado consideró que no se constituye una violación a derecho alguno según lo contemplado en el artículo 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 27 de su Reglamento, por lo que la petición era inadmisible.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

14. La CIDH registró el caso bajo el número 10.442 y el 28 de agosto de 1989 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones.  El Estado presentó su respuesta el 1° de febrero de 1990 la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 17 de septiembre de 1990 la CIDH reiteró a los peticionarios su solicitud de información.  
15. El 2 de octubre de 1990 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 11 de enero de 1991 la CIDH reiteró al Estado su solicitud de información.  El 1° de marzo de 1991 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones.  El 29 de abril de 1991 los peticionarios presentaron sus observaciones.

16. El 31 de mayo de 1994 el Estado presentó información actualizada, solicitud que fue trasladada a los peticionarios.  El 18 de mayo y el 20 de noviembre de 1995 y el 9 de abril de 1997 la CIDH reiteró a los peticionarios su solicitud de información.  
17.
El 16 de mayo de 1997 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 1˚ de agosto de 1997 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 22 de septiembre de 1997 el Estado envió información adicional. 
18. El 23 de septiembre de 1997 la CIDH reiteró a los peticionarios su solicitud de información.  El 16 de octubre de 1997 los peticionarios solicitaron una prórroga para presentar la información, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 2 de diciembre de 1997 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 19 de marzo de 1998 la CIDH reiteró al Estado su solicitud de información.

19. El 13 de julio de 1998 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios el 27 de julio de 1998 para sus observaciones.  El 28 de septiembre de 1998 los peticionarios solicitaron una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 28 de diciembre de 1998 los peticionarios presentaron sus observaciones.

20. El 11 de noviembre de 2004 la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes.  El 21 de diciembre de 2004 los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado el 17 de febrero de 2005 para sus observaciones.  El 17 de junio de 2005 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 17 de octubre de 2006 la CIDH reiteró a los peticionarios su solicitud de información.
21. El 20 de julio de 2007 los peticionarios respondieron que “pese a los esfuerzos realizados no pudieron establecer contacto con los familiares de la víctima” por lo que solicitaron el archivo de la petición.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

22. Tanto el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana como el artículo 42 del  Reglamento de la Comisión, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

23. Respecto al desistimiento, el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, señala que el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente.

24. En la presente petición los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por el incumplimiento de la obligación derivada del artículo 1 de la Convención Americana y presentaron alegatos respecto a la falta de investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de la muerte de José Luis Palomares.  Por su parte, el Estado alegó que la petición era inadmisible dado que no constituía una violación a derecho alguno y que había sido decidido por las autoridades competentes de acuerdo al derecho interno, en observancia del artículo 8 de la Convención Americana.

25. En respuesta a la solicitud de información realizada por la Comisión, el 20 de julio de 2007 los peticionarios solicitaron el archivo de la petición.  
26. En vista de la solicitud de archivo presentada por los peticionarios, la Comisión de conformidad con el artículo 41 de su Reglamento, así como el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, la Comisionada Luz Patricia Mejía, de nacionalidad venezolana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





